
                                                                                                              
 
                                                                                                                                                

 
 

	
	
	
	

PROPUESTAS	DE	
ENMIENDAS	

LOMLOE	(SENADO)	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

04/12/2020	
	



 

 

ARTÍCULO	74	

Redacción	propuesta:	
	
1.	 La	 escolarización	 del	 alumnado	 que	 presenta	 necesidades	 educativas	 especiales	 se	 regirá	 por	 los	
principios	de	normalización	e	inclusión	y	asegurará	su	no	discriminación	y	la	igualdad	efectiva	en	el	acceso	
y	la	permanencia	en	el	sistema	educativo,	pudiendo	introducirse	medidas	de	flexibilización	de	las	distintas	
etapas	 educativas,	 cuando	 se	 considere	 necesario.	 La	 escolarización	 de	 este	 alumnado	 en	 unidades	 o	
centros	de	educación	especial,	que	podrá	extenderse	hasta	los	veintiún	años,	sólo	se	llevará	a	cabo	cuando	
sus	necesidades	no	puedan	ser	atendidas	en	el	marco	de	 las	medidas	de	atención	a	 la	diversidad	de	 los	
centros	ordinarios.	
	
2.	 La	 identificación	 y	 valoración	 de	 las	 necesidades	 educativas	 de	 este	 alumnado	 se	 realizará,	 lo	 más	
tempranamente	 posible,	 por	 profesionales	 especialistas	 y	 en	 los	 términos	 que	 determinen	 las	
Administraciones	educativas.	En	este	proceso	serán	preceptivamente	oídos	e	informados	los	padres,	madres	
o	tutores	legales	del	alumnado,	debiendo	siempre	tenerse	en	consideración	sus	opciones	y	elecciones.	Las	
Administraciones	 educativas	 regularán	 los	 procedimientos	 que	 permitan	 resolver	 las	 discrepancias	 que	
puedan	surgir,	siempre	teniendo	en	cuenta	el	interés	superior	del	menor	y	la	voluntad	de	las	familias	que	
muestren	su	preferencia	por	el	régimen	más	inclusivo.	
	
3.	 Al	 finalizar	 cada	 curso	 se	 evaluará	 el	 grado	 de	 consecución	 de	 los	 objetivos	 establecidos	 de	manera	
individual	para	cada	alumno.	Dicha	evaluación	permitirá	proporcionar	la	orientación	adecuada	y	modificar,	
previo	acuerdo	con	las	familias,	la	atención	educativa	prevista,	así	como	el	régimen	de	escolarización,	que	
tenderá	a	lograr	la	continuidad,	la	progresión	o	la	permanencia	del	alumnado	en	el	más	adecuado	inclusivo.	

. Al  
4.	Corresponde	a	las	Administraciones	educativas	promover	la	escolarización	en	la	educación	infantil	del	
alumnado	 que	 presente	 necesidades	 educativas	 especiales	 y	 desarrollar	 programas	 para	 su	 adecuada	
escolarización.	en	los	centros	de	educación	primaria	y	secundaria	obligatoria.	Para	atender	adecuadamente	
a	dicha	escolarización,	la	relación	numérica	entre	profesorado	y	alumnado	podrá	ser	inferior	a	la	establecida	
con	carácter	general.		
 
5.	Corresponde	asimismo	a	 las	Administraciones	educativas	 favorecer	que	el	alumnado	con	necesidades	
educativas	 especiales	 pueda	 continuar	 su	 escolarización	 de	 manera	 adecuada	 en	 todos	 los	 niveles	
educativos	pre	y	postobligatorios;	adaptar	las	condiciones	de	realización	de	las	pruebas	establecidas	en	esta	
Ley	 para	 aquellas	 personas	 con	 discapacidad	 que	 así	 lo	 requieran;	 proporcionar	 los	 recursos	 y	 apoyos	
complementarios	necesarios	y	proporcionar	las	atenciones	educativas	específicas	derivadas	de	discapacidad	
o	trastornos	de	algún	tipo	durante	el	curso	escolar.	
	
Motivación:	
	
Permitir	que	las	decisiones	referidas	a	la	escolarización	de	este	alumnado	tengan	necesariamente	en	cuenta	
y	de	 forma	esencial	 las	opciones	y	elecciones	de	 las	 familias,	 tratando	de	 llegar	a	consensos,	y,	en	caso	
contrario,	tomar	como	elementos	fundamentales	el	interés	superior	del	menor	y	la	voluntad	de	sus	padres.	
	intervención	posterior	a	la	presentación	de	las	mismas.						

	
	
	
	
	
	
	
	



 

 

	
ARTÍCULO	86	

Redacción	propuesta:	
	
1.	Las	Administraciones	educativas	garantizarán	la	igualdad	en	la	aplicación	de	las	normas	de	admisión,	lo	
que	incluye	el	establecimiento	de	las	mismas	áreas	de	escolarización	o	influencia	para	los	centros	públicos	
y	 privados	 concertados,	 de	 un	mismo	municipio	 o	 ámbito	 territorial,	 en	 función	de	 las	 enseñanzas	 que	
imparten	y	de	los	puestos	escolares	autorizados.	
	
Las	 áreas	 de	 influencia	 se	 determinarán,	 oídas	 las	 administraciones	 locales,	 de	 modo	 que	 permitan	
garantizar	la	aplicación	efectiva	de	los	criterios	prioritarios	que	se	fijen	por	las	Administraciones	educativas	
de	proximidad	al	domicilio	y	cubran	en	lo	posible	una	población	socialmente	heterogénea.	
	
En	ningún	caso	las	características	propias	de	un	centro	o	de	su	oferta	educativa,	tales	como	las	derivadas	
del	 hecho	 de	 que	 el	 centro	 imparta	 enseñanzas	 plurilingües,	 de	 que	 hubiera	 tenido	 reconocida	 una	
especialización	 curricular	 o	 hubiera	 participado	 en	 una	 acción	 destinada	 a	 fomentar	 la	 calidad,	 podrán	
suponer	modificación	de	los	criterios	de	admisión.	
	
2	Sin	perjuicio	de	las	competencias	que	les	son	propias,	las	Administraciones	educativas	podrán	constituir	
comisiones	u	órganos	de	garantías	de	admisión	que	deberán,	en	todo	caso,	constituirse	cuando	la	demanda	
de	plazas	en	algún	centro	educativo	del	ámbito	de	actuación	de	la	comisión	supere	la	oferta,	incluidas	las	
plazas	reservadas	para	el	alumnado	con	necesidades	de	apoyo	educativo.	Estas	comisiones	recibirán	de	los	
centros	toda	la	información	y	documentación	precisa	para	el	ejercicio	de	estas	funciones	y	supervisarán	el	
proceso	 de	 admisión	 del	 alumnado,	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 que	 lo	 regulan,	 especialmente	 las	
relativas	 a	 evitar	 la	 segregación	 del	 alumnado	 por	 motivos	 socioeconómicos	 o	 de	 otra	 naturaleza,	 y	
propondrán	 a	 las	 Administraciones	 educativas	 las	 medidas	 que	 estimen	 adecuadas.	 Particularmente,	
velarán	por	la	presencia	equilibrada	del	alumnado	con	necesidad	específica	de	apoyo	educativo	entre	los	
centros	sostenidos	con	fondos	públicos	de	su	ámbito	de	actuación,	respetando	y	garantizando	en	todo	caso	
los	derechos	 individuales	de	alumnos	y	 alumnas,	padres	 y	madres	 y	 tutores	 legales.	 Estas	 comisiones	u	
órganos	estarán	integrados	por	representantes	de	la	Administración	educativa,	de	la	Administración	local,	
de	las	familias,	del	profesorado,	del	alumnado	en	su	caso	y	de	los	centros	públicos	y	privados	concertados,	
designados	las	organizaciones	de	estos	colectivos	e	instituciones,	debiendo	promover,	en	su	composición,	
el	principio	de	representación	equilibrada	de	mujeres	y	hombres.	
	
3	Las	familias	podrán	presentar	al	centro	en	que	deseen	escolarizar	a	sus	hijos	e	hijas,	ante	la	comisión	u	
órgano	de	garantías	de	admisión	o	ante	 la	administración	educativa	 las	solicitudes	de	admisión,	que,	en	
todo	caso,	deberán	ser	tramitadas;	y,	en	las	circunstancias	excepcionales	en	que	así	se	determine,	ante	la	
administración	educativa.		Los	centros	docentes	deberán	ser	informados	de	las	solicitudes	de	admisión	que	
les	afecten.	
	
Motivación:	
	
Permitir	que	los	criterios	de	admisión,	comunes	para	los	centros	públicos	y	concertados,	puedan	adaptarse	
a	las	situaciones	específicas	de	cada	Comunidad	Autónoma.		
	
Evitar	que	el	equilibrio	de	alumnos	con	necesidades	pueda	justificar	que	precisamente	a	ellos	se	les	limiten	
sus	derechos	individuales	y	no	tengan	opción	a	la	elección,	imponiéndoles	un	centro	determinado.	
	
Garantizar	 que	 las	 familias	 sean	 conscientes	del	 proyecto	educativo	 concreto	que	eligen	para	 sus	hijos,	
dejando	la	presentación	de	las	solicitudes	en	la	Administración	educativa	para	supuestos	excepcionales	que	
lo	justifiquen	y	que	se	prevean	expresamente	en	la	normativa	de	desarrollo.	
	
No	 atribuir	 a	 las	 comisiones	 de	 escolarización	 el	 papel	 de	 receptores	 de	 las	 solicitudes,	 siendo	 su	
intervención	posterior	a	la	presentación	de	las	mismas.						

	



 

 

	
ARTÍCULO	87	

Redacción	propuesta:	
	
1	Con	el	fin	de	asegurar	la	calidad	educativa	para	todos,	la	cohesión	social	y	la	igualdad	de	oportunidades,	
las	Administraciones	garantizarán	una	adecuada	y	equilibrada	escolarización	del	alumnado	con	necesidad	
específica	de	apoyo	educativo	educativo	y	dispondrán	las	medidas	necesarias	para	evitar	la	segregación	del	
alumnado	 por	 razones	 socioeconómicas	 o	 de	 otra	 naturaleza.	 Para	 ello,	 establecerán	 una	 proporción	
equilibrada	del	alumnado	con	necesidad	específica	de	apoyo	educativo	que	deba	ser	escolarizado	en	cada	
uno	de	 los	centros	públicos	y	privados	concertados	y	garantizarán	 los	recursos	personales	y	económicos	
necesarios	 a	 los	 centros	 para	 ofrecer	 dicho	 apoyo.	 Asimismo,	 establecerán	 las	 medidas	 que	 se	 deban	
adoptar	cuando	se	concentre	una	elevada	proporción	de	alumnado	de	tales	características	en	un	centro	
educativo	que	irán	dirigidas	a	garantizar	el	derecho	a	la	educación	en	condiciones	de	igualdad	de	todos	los	
alumnos	y	alumnas.	
	
2	Para	facilitar	la	escolarización	y	garantizar	el	derecho	a	la	educación	del	alumnado	con	necesidad	específica	
de	apoyo	educativo,		la	libertad	de	elección	de	las	familias	y	los	derechos	individuales	de	alumnos	y	alumnas,	
padres,	madres	 y	 tutores	 legales,	 las	 Administraciones	 educativas	 deberán	 reservarle	 hasta	 el	 final	 del	
periodo	de	preinscripción	y	matrícula,	derivadas	tanto	de	la	evaluación	ordinaria	como	extraordinaria,	una	
parte	de	las	plazas	de	los	centros	públicos	y	autorizadas	a	los	centros	privados	concertados.	Dicha	reserva	
podrá	mantenerse	hasta	el	inicio	del	curso	escolar.	
	
Asimismo,	autorizarán	un	incremento	de	hasta	un	diez	por	ciento	del	número	máximo	de	alumnos	y	alumnas	
por	 aula	 en	 los	 centros	 públicos	 y	 privados	 concertados,	 bien	 para	 atender	 necesidades	 inmediatas	 de	
escolarización	 de	 alumnado	 de	 incorporación	 tardía,	 bien	 por	 necesidades	 que	 vengan	 motivadas	 por	
traslado	de	la	unidad	familiar	en	periodo	de	escolarización	extraordinaria	debido	a	la	movilidad	forzosa	de	
cualquier	de	los	padres,	madres	o	tutores	legales,	o	debido	al	inicio	de	una	medida	de	acogimiento	familiar	
en	el	alumno	o	la	alumna.	
	
3.	 Las	 Administraciones	 educativas	 adoptarán	 las	medidas	 de	 escolarización	 previstas	 en	 los	 apartados	
anteriores	atendiendo	a	las	condiciones	socioeconómicas	y	demográficas	del	área	respectiva,	así	como	a	las	
de	índole	personal	o	familiar	del	alumnado	que	supongan	una	necesidad	específica	de	apoyo	educativo.	
	
4.	 Los	 centros	 públicos	 y	 privados	 concertados	 están	 obligados	 a	 mantener	 escolarizados	 a	 todos	 sus	
alumnos,	hasta	el	final	de	la	enseñanza	obligatoria,	salvo	cambio	de	centro	producido	por	voluntad	familiar	
o	por	aplicación	de	alguno	de	 los	 supuestos	previstos	en	 la	normativa	 sobre	derechos	y	deberes	de	 los	
alumnos.	
	
Motivación:	
	
Evitar	que	 la	 reserva	de	plazas	pueda	 justificar	que	precisamente	a	 los	alumnos	con	necesidades		 se	 les	
limiten	sus	derechos	individuales	y	no	tengan	opción	a	la	elección,	imponiéndoles	un	centro	concreto.	

	
	
	
	
	
	
	
	



 

 

	
ARTÍCULO	88	

Redacción	propuesta:	
	
1.	 Para	 garantizar	 la	 posibilidad	 de	 escolarizar	 a	 todos	 los	 alumnos	 sin	 discriminación	 por	 motivos	
socioeconómicos,	en	ningún	caso	podrán	los	centros	públicos	o	privados	concertados	percibir	cantidades	
de	las	familias	por	recibir	las	enseñanzas	de	carácter	gratuito,	imponer	a	las	familias	la	obligación	de	hacer	
aportaciones	a	fundaciones	o	asociaciones	ni	establecer	servicios	obligatorios,	asociados	a	las	enseñanzas,	
que	requieran	aportación	económica	por	parte	de	las	familias	de	los	alumnos.	En	el	marco	de	lo	dispuesto	
en	el	artículo	51	de	la	Ley	Orgánica	8/1985,	de	3	de	julio,	reguladora	del	Derecho	a	la	Educación,	quedan	
excluidas	de	esta	categoría	las	actividades	extraescolares,	las	actividades	complementarias	y	los	servicios	
escolares,	 que,	 en	 todo	 caso,	 tendrán	 carácter	 voluntario.	 Las	 actividades	 complementarias	 que	 se	
consideren	necesarias	para	el	desarrollo	del	currículo	deberán	programarse	y	realizarse	de	forma	que	no	
supongan	 discriminación	 por	 motivos	 económicos.	 Las	 aportaciones	 por	 estos	 conceptos	 deberán	 ser	
aprobadas,	 con	 carácter	 previo,	 por	 el	 Consejo	 Escolar.	 Las	 actividades	 complementarias	 que	 tengan	
carácter	estable	no	podrán	formar	parte	del	horario	escolar	del	centro.	
	
2.	Las	Administraciones	educativas	dotarán	a	los	centros	de	los	recursos	necesarios	para	hacer	efectiva	la	
gratuidad	 de	 las	 enseñanzas	 que	 en	 esta	 ley	 se	 declaran	 gratuitas	 y	 establecerán	medidas	 para	 que	 la	
situación	 socioeconómica	 del	 alumnado	 no	 suponga	 una	 barrera	 para	 el	 acceso	 a	 las	 actividades	
complementarias	y	los	servicios	escolares.	Las	Administraciones	educativas	supervisarán	el	cumplimiento	
por	parte	de	los	centros	educativos	del	presente	artículo.	
	
Motivación:	
	
Garantizar	 las	 competencias	 del	 Consejo	 escolar	 en	 relación	 con	 las	 actividades	 extraescolares,	 las	
actividades	complementarias	y	 los	servicios	escolares,	así	como	el	carácter	voluntario	de	 las	mismas,	así	
como	permitir	la	realización	de	actividades	complementarias	en	el	horario	lectivo	siempre	que	cumplan	los	
requisitos	legales	para	ello.		
	
		

	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	



 

 

	
	
ARTÍCULO	109	

Redacción	propuesta:		
	
1.	En	 la	programación	de	la	oferta	de	plazas,	 las	Administraciones	educativas	armonizarán	las	exigencias	
derivadas	de	la	obligación	que	tienen	los	poderes	públicos	de	garantizar	el	derecho	de	todos	a	la	educación	
mediante	 una	 oferta	 suficiente	 de	 plazas	 sostenidas	 con	 fondos	 públicos	 públicas,	 en	 condiciones	 de	
igualdad	y	los	derechos	individuales	de	alumnos	y	alumnas,	padres,	madres	y	tutores	legales.		
	
En	 todo	 caso,	 se	 perseguirá	 el	 objetivo	 de	 cohesión	 social	 y	 la	 consideración	 de	 la	 heterogeneidad	 de	
alumnado	como	oportunidad	educativa.	
	
2.	Las	enseñanzas	reguladas	en	esta	Ley	se	programarán	por	las	Administraciones	educativas	teniendo	en	
cuenta	 la	 oferta	 existente	 de	 centros	 públicos	 y	 la	 autorizada	 en	 los	 centros	 privados	 concertados,	
asegurando	el	derecho	a	 la	educación	y	articulando	el	principio	de	participación	efectiva	de	 los	sectores	
afectados	como	mecanismo	idóneo	para	atender	adecuadamente	los	derechos	y	libertades	y	la	elección	de	
todos	los	interesados.	Los	principios	de	programación	y	participación	son	correlativos	y	cooperantes	en	la	
elaboración	 de	 la	 oferta	 que	 conllevará	 una	 adecuada	 y	 equilibrada	 escolarización	 del	 alumnado	 con	
necesidad	específica	de	apoyo	educativo,	como	garantía	de	la	equidad	y	calidad	de	la	enseñanza.	
	
3.	En	el	marco	de	la	programación	general	de	la	red	de	centros	de	acuerdo	con	los	principios	anteriores,	las	
Administraciones	 educativas	 programarán	 la	 oferta	 educativa	 de	modo	 que	 garanticen	 la	 existencia	 de	
plazas	 públicas	 suficientes	 para	 todos	 los	 solicitantes	 de	 enseñanza	 pública,	 así	 como	 aquellas	 que	
garanticen	 la	 prestación	 del	 servicio	 público	 de	 educación	 para	 dar	 respuesta	 a	 la	 demanda	 existente,	
especialmente	en	las	zonas	de	nueva	población.		
	
4.	Las	Administraciones	educativas	deberán	tener	en	cuenta	las	consignaciones	presupuestarias	existentes	
y	el	principio	de	economía	y	eficiencia	en	el	uso	de	los	recursos	públicos.	
	
5.	Las	Administraciones	educativas	promoverán	un	incremento	progresivo	de	puestos	escolares	en	la	red	
de	centros	de	titularidad	pública.	
	
	
	
Motivación:	
	
Asegurar	la	atención	de	la	demanda	de	plazas	públicas,	sin	que	ello	suponga	un	menoscabo	para	la	libertad	
de	elección	de	las	familias	y	los	derechos	individuales	de	alumnos	y	familias.	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	



 

 

	
	
ARTÍCULO	116	

Redacción	propuesta:	
	
1.	Los	centros	privados	que	ofrezcan	enseñanzas	declaradas	gratuitas	en	esta	Ley	y	satisfagan	necesidades	
de	escolarización,	en	el	marco	de	lo	dispuesto	en	los	artículos	108	y	109,	podrán	acogerse	al	régimen	de	
conciertos	educativos	en	los	términos	legalmente	establecidos.	
	
Los	centros	que	accedan	al	régimen	de	concertación	educativa	deberán	formalizar	con	la	Administración	
educativa	que	proceda	el	correspondiente	concierto.	
	
2.	Entre	los	centros	que	cumplan	los	requisitos	establecidos	en	el	apartado	anterior,	tendrán	preferencia	
para	 acogerse	 al	 régimen	 de	 conciertos	 aquéllos	 que	 atiendan	 a	 poblaciones	 escolares	 de	 condiciones	
económicas	desfavorables,	los	que	realicen	experiencias	de	interés	pedagógico	para	el	sistema	educativo,	
los	que	fomenten	la	escolarización	de	proximidad,	los	que	pertenezcan	a	entidades	sin	ánimo	de	lucro	y	los	
que	estén	constituidos	y	funcionen	en	régimen	de	cooperativa	sin	ánimo	de	lucro,	cuya	especificidad	será	
objeto	de	reconocimiento	en	la	normativa	correspondiente.	
	
3.	Corresponde	al	Gobierno	establecer	los	aspectos	básicos	a	los	que	deben	someterse	los	conciertos.	Estos	
aspectos	se	referirán	al	cumplimiento	de	los	requisitos	previstos	en	la	Ley	Orgánica	8/1985,	de	3	de	julio,	
del	Derecho	a	la	Educación	y	en	las	normas	que	le	sean	de	aplicación	de	la	presente	Ley;	a	la	tramitación	de	
la	solicitud,	la	duración	máxima	del	concierto	y	las	causas	de	extinción;	a	las	obligaciones	de	la	titularidad	
del	 centro	 concertado	 y	 de	 la	 Administración	 educativa;	 al	 sometimiento	 del	 concierto	 al	 derecho	
administrativo;	a	las	singularidades	del	régimen	del	profesorado	sin	relación	laboral;	a	la	constitución	del	
Consejo	Escolar	del	 centro	al	que	 se	otorga	el	 concierto	y	a	 la	designación	del	director.	 En	 concreto,	el	
concierto	educativo	tendrá	una	duración	mínima	de	seis	años	en	el	caso	de	Educación	Primaria,	y	de	cuatro	
años	en	el	resto	de	los	casos.	
	
4.	Corresponde	a	las	Comunidades	Autónomas	dictar	las	normas	necesarias	para	el	desarrollo	del	régimen	
de	conciertos	educativos,	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	el	presente	artículo	y	en	el	marco	de	lo	dispuesto	
en	 los	 artículos	 108	 y	 109.	 El	 concierto	 establecerá	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 recíprocas	 en	 cuanto	 a	
régimen	económico,	duración,	prórroga	y	extinción	del	mismo,	número	de	unidades	escolares	concertadas,	
rendición	de	cuentas,	planes	de	actuación	y	adopción	de	medidas	en	función	de	los	resultados	académicos	
obtenidos,	y	demás	condiciones,	con	sujeción	a	las	disposiciones	reguladoras	del	régimen	de	conciertos.	En	
todo	 caso,	 las	 Administraciones	 educativas	 recogerán	 en	 sus	 normativas	 específicas	 lo	 dispuesto	 en	 el	
apartado	segundo	de	este	artículo.	
	
5.	Los	conciertos	podrán	afectar	a	varios	centros,	siempre	que	pertenezcan	a	un	mismo	titular.	
	
6.	 Las	 Administraciones	 educativas	 podrán	 concertar,	 con	 carácter	 preferente,	 las	 enseñanzas	 de	 ciclos	
formativos	de	grado	básico	que,	conforme	a	lo	previsto	en	la	presente	Ley,	los	centros	privados	concertados	
de	educación	secundaria	obligatoria	impartan	a	su	alumnado.	Dichos	conciertos	tendrán	carácter	general.	
	
7.	El	concierto	para	las	enseñanzas	postobligatorias	tendrá	carácter	singular.		
	
Motivación:	
	
Asegurar	 la	 no	 lucratividad	 como	 criterio	 preferente	 para	 el	 concierto,	 así	 como	 el	 de	 tratarse	 de	
cooperativas	si	no	tienen	ánimo	de	lucro	(la	fórmula	de	la	cooperativa	no	excluye	por	definición	el	ánimo	de	
lucro)..	

	
	



 

 

	
	
ARTÍCULO	117	

Redacción	propuesta:	
	
1.	La	cuantía	global	de	los	fondos	públicos	destinados	al	sostenimiento	de	los	centros	privados	concertados,	
para	hacer	efectiva	la	gratuidad	de	las	enseñanzas	objeto	de	concierto,	se	establecerá	en	los	presupuestos	
de	las	Administraciones	correspondientes.	
	
2.	A	efectos	de	distribución	de	la	cuantía	global	a	que	hace	referencia	el	apartado	anterior,	el	importe	del	
módulo	económico	por	unidad	escolar	se	fijará	anualmente	en	los	Presupuestos	Generales	del	Estado	y,	en	
su	caso,	en	los	de	las	Comunidades	Autónomas,	no	pudiendo	en	éstos	ser	inferior	al	que	se	establezca	en	
los	primeros	en	ninguna	de	las	cantidades	en	que	se	diferencia	el	citado	módulo	de	acuerdo	con	lo	que	se	
establece	en	el	apartado	siguiente.	
	
3.	 En	 el	módulo,	 cuya	 cuantía	 asegurará	 que	 la	 enseñanza	 se	 imparta	 en	 condiciones	 de	 gratuidad,	 se	
diferenciarán:	
	
a)	Los	salarios	del	personal	docente,	incluidas	las	cotizaciones	por	cuota	patronal	a	la	Seguridad	Social	que	
correspondan	a	los	titulares	de	los	centros.	
b)	Las	cantidades	asignadas	a	otros	gastos,	que	comprenderán	las	de	personal	de	administración	y	servicios,	
las	ordinarias	de	mantenimiento,	conservación	y	funcionamiento,	así	como	las	cantidades	que	correspondan	
a	la	reposición	de	inversiones	reales.	Asimismo,	podrán	considerarse	las	derivadas	del	ejercicio	de	la	función	
directiva	no	docente.	En	ningún	caso,	se	computarán	intereses	del	capital	propio.	Las	citadas	cantidades	se	
fijarán	con	criterios	análogos	a	los	aplicados	a	los	centros	públicos.	
c)	Las	cantidades	pertinentes	para	atender	el	pago	de	los	conceptos	de	antigüedad	del	personal	docente	de	
los	centros	privados	concertados,	incluida	la	paga	extraordinaria	por	antigüedad	en	la	empresa,	así	como	la	
consiguiente	repercusión	en	las	cuotas	de	la	Seguridad	Social;	pago	de	las	sustituciones	del	profesorado	y	
los	derivados	del	ejercicio	de	la	función	directiva	docente;	pago	de	las	obligaciones	derivadas	del	ejercicio	
de	 las	garantías	 reconocidas	a	 los	 representantes	 legales	de	 los	 trabajadores	 según	 lo	establecido	en	el	
artículo	68	del	Estatuto	de	 los	Trabajadores.	Tales	 cantidades	 se	 recogerán	en	un	 fondo	general	que	 se	
distribuirá	 de	 forma	 individualizada	 entre	 el	 personal	 docente	 de	 los	 centros	 privados	 concertados,	 de	
acuerdo	con	las	circunstancias	que	concurran	en	cada	profesor	y	aplicando	criterios	análogos	a	los	fijados	
para	el	profesorado	de	los	centros	públicos.	
4.	Las	cantidades	correspondientes	a	los	salarios	del	personal	docente	a	que	hace	referencia	el	apartado	
anterior,	posibilitarán	 la	equiparación	gradual	de	su	remuneración	con	 la	del	profesorado	público	de	 las	
respectivas	etapas.	
…		
	
Motivación:	
	
Mejorar	la	financiación	de	los	centros	sostenidos	con	fondos	públicos,	incorporando	un	concepto	retributivo	
sobre	el	que	el	Tribunal	Supremo	ya	ha	determinado	de	forma	reiterada	su	condición	de	salario	del	personal	
docente	de	centros	concertados	y,	por	lo	tanto,	la	obligación	de	la	administración	de	abonarlo	mediante	el	
pago	 delegado	 debe	 incorporarse	 al	 texto	 de	 este	 apartado	 para	 mayor	 seguridad	 jurídica	 de	 los	
trabajadores.	

	
	
	
	
	
	
 	



 

 

DISPOSICIÓN	ADICIONAL	TERCERA	

Redacción	propuesta:	
	
En	 el	 plazo	 de	 un	 año	 desde	 la	 entrada	 en	 vigor	 de	 esta	 ley,	 el	 Gobierno,	 en	 colaboración	 con	 las	
Administraciones	educativas,	elaborará	un	plan	de	ocho	años	de	duración	para	la	extensión,	con	dotacion	
presupuestaria	a	cargo	de	los	presupuestos	generales	del	Estado,	del	primer	ciclo	de	educación	infantil	de	
manera	que	avance	hacia	una	oferta	pública	suficiente	y	asequible	con	equidad	y	calidad	y	que	garantice	su	
carácter	educativo.	En	su	progresiva	implantación	se	tenderá	a	la	extensión	de	su	gratuidad,	priorizando	el	
acceso	del	alumnado	en	situación	de	 riesgo	de	pobreza	y	exclusión	social	 y	 la	 situación	de	baja	 tasa	de	
escolarización.	
		
Alternativa:	Suprimir	esta	Disposición	Adicional	
	

Motivación:	
	
Asegurar	la	financiación	de	la	educación	infantil	en	las	dos	redes	complementarias	sostenidas	con	fondos	
públicos.		

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	



 

 

	
DISPOSICIÓN	ADICIONAL	CUARTA	

Redacción	propuesta:	
	
Las	Administraciones	educativas	velarán	para	que	las	decisiones	de	escolarización	garanticen	la	respuesta	
más	adecuada	a	las	necesidades	específicas	de	cada	alumno	o	alumna,	de	acuerdo	con	el	procedimiento	
que	 se	 recoge	 en	 el	 artículo	 74	 de	 esta	 Ley.	 El	 Gobierno,	 en	 colaboración	 con	 las	 Administraciones	
educativas,	desarrollará	un	plan	para	que,	en	el	plazo	de	diez	años,	de	acuerdo	con	el	artículo	24.2.e)	de	la	
Convención	sobre	los	Derechos	de	las	Personas	con	Discapacidad	de	Naciones	Unidas	y	en	cumplimiento	del	
cuarto	 Objetivo	 de	 Desarrollo	 Sostenible	 de	 la	 Agenda	 2030,	 los	 centros	 ordinarios	 y	 los	 centros	 de	
educación	especial	cuenten	con	los	recursos	necesarios	para	poder	atender	en	las	mejores	condiciones	al	
alumnado	con	discapacidad.	Las	Administraciones	educativas	continuarán	prestando	el	apoyo	necesario	a	
los	 centros	 de	 educación	 especial	 para	 que	 estos,	 además	 de	 escolarizar	 a	 los	 alumnos	 y	 alumnas	 que	
requieran	 una	 atención	 muy	 especializada	 y	 a	 aquellos	 cuyas	 familias	 opten	 por	 este	 tipo	 de	 centros	
específicos,	desempeñen	la	función	de	centros	de	referencia	y	apoyo	para	los	centros	ordinarios.	
	
	
	
Alternativa	2:	Suprimir	esta	Disposición	Adicional		
	
Motivación:	
	
Asegurar	la	financiación	de	la	educación	especial	tanto	en	centros	ordinarios	como	de	educación	especial.	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	



 

 

	
DISPOSICIÓN	FINAL	PRIMERA,	PUNTO	9	(ART.	56	LODE)	

Redacción	propuesta:		
	
1.	El	Consejo	Escolar	de	los	centros	privados	concertados	estará	constituido	por:		
	
El	director	o	directora.	
	
Tres	representantes	del	titular	del	centro.		
	
Cuatro	representantes	del	profesorado.		
	
Cuatro	representantes	de	los	padres,	madres	o	tutores	de	los	alumnos	y	alumnas,	elegidos	por	y	entre	ellos.	
	
Dos	representantes	del	alumnado	elegidos	por	y	entre	el	mismo,	a	partir	del	primer	curso	de	educación	
secundaria	obligatoria.		
	
Un	representante	del	personal	de	administración	y	servicios.		
	
Un	 representante	 del	 Ayuntamiento	 en	 cuyo	 término	 municipal	 se	 halle	 radicado	 el	 centro,	 en	 las	
condiciones	que	dispongan	las	Administraciones	educativas,	siempre	y	cuando	el	Ayuntamiento	en	cuestión	
garantice	un	trato	equitativo	en	 las	políticas	educativas	 locales	entre	 los	colegios	públicos	y	 los	colegios	
privados	concertados	incluyendo	a	ambos	tipos	de	centros	en	sus	convocatorias	de	programas	educativos	y	
ayudas	de	carácter	social.		
	
En	la	composición	del	Consejo	Escolar	se	deberá	promover	la	presencia	equilibrada	de	mujeres	y	hombres.	
	
Una	 vez	 constituido	 el	 Consejo	 Escolar	 del	 centro,	 éste	 designará	 una	 persona	 que	 impulse	 medidas	
educativas	que	fomenten	la	igualdad	real	y	efectiva	de	mujeres	y	hombres	y	de	prevención	de	la	violencia	
de	género,	promoviendo	los	instrumentos	necesarios	para	hacer	un	seguimiento	de	las	posibles	situaciones	
de	violencia	de	género	que	se	puedan	dar	en	el	centro.	
	
Además,	en	 los	centros	específicos	de	educación	especial	y	en	aquéllos	que	tengan	aulas	especializadas,	
formará	 parte	 también	 del	 Consejo	 Escolar	 un	 representante	 del	 personal	 de	 atención	 educativa	
complementaria.		
	
Uno	de	los	representantes	de	las	familias	en	el	Consejo	Escolar	será	designado	por	la	asociación	de	madres	
y	padres	más	representativa	en	el	centro.		
	
Asimismo,	 los	 centros	 concertados	que	 impartan	 formación	profesional	podrán	 incorporar	 a	 su	Consejo	
Escolar	un	representante	del	mundo	de	 la	empresa,	designado	por	 las	organizaciones	empresariales,	de	
acuerdo	con	el	procedimiento	que	las	Administraciones	educativas	establezcan.	
	
	
Motivación:	
	
Establecer	la	existencia	del	representante	municipal	sólo	cuando	su	presencia	tiene	realmente	relevancia	y	
contenido,	en	condiciones	de	igualdad	con	los	centros	públicos.	

	
	
	
	



 

 

	
DISPOSICIÓN	FINAL	PRIMERA,	PUNTO	12	(ART.	60	LODE)	

Redacción	propuesta:		

1.	 Las	 vacantes	 del	 personal	 docente	 que	 se	 produzcan	 en	 los	 centros	 concertados	 se	 anunciarán	
públicamente.	

2.	A	efectos	de	su	provisión,	el	Consejo	Escolar	del	centro,	a	propuesta	del	titular,	establecerá	los	criterios	
de	 selección,	 que	 atenderán	 básicamente	 a	 los	 principios	 de	mérito	 y	 capacidad	 en	 relación	 al	 puesto	
docente	que	vayan	a	ocupar.	

3.	El	titular	del	centro,	junto	con	el	director	o	directora,	procederá	a	la	selección	del	personal,	de	acuerdo	
con	los	criterios	de	selección	establecidos.	

4.	El	titular	del	centro	dará	cuenta	al	Consejo	Escolar	del	mismo	de	la	provisión	de	profesores	y	profesoras	
que	efectúe.	

5.	El	despido	La	extinción	de	la	relación	laboral	de	profesores	o	profesoras	de	los	centros	concertados	deberá	
ser	comunicada	al	Consejo	Escolar	del	centro.	para	que,	en	su	caso,	puedan	establecerse	los	procesos	de	
conciliación	necesarios.		

6.	La	Administración	educativa	competente	verificará	que	los	procedimientos	de	selección	y	extinción	de	la	
relación	laboral	del	profesorado	se	realice	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	la	normativa	y	procedimientos	
que	resulten	de	aplicación.	
	
Motivación:	
	
Permitir	 la	determinación	de	 criterios	 genéricos	para	 la	 selección	del	personal	docente,	de	manera	que	
resulten	de	aplicación	en	todos	los	casos,	sin	necesidad	de	concretarlos	para	cada	puesto	docente	concreto	
que	se	haya	de	cubrir.	
	
Evitar	disfunciones	entre	la	legislación	laboral	y	la	educativa,	así	como	los	problemas	prácticos	en	situaciones	
de	especial	sensibilidad.		

	
	
	
	
	


